LAUDO ARBITRAL - Causales de anulación
Reitera la Sala que la causal de anulación prevista en el numeral 9 del artículo 163 del Decreto-ley 1818 de 1998 sólo se configura cuando el laudo arbitral deja sin resolver las pretensiones de la demanda, es decir, cuando después de proferido el laudo subsiste la controversia entre las partes respecto de aquello que, a pesar de haber sido solicitado, no fue objeto de decisión en el laudo; pero no se configura la causal cuando la motivación del laudo no alude a las razones que llevaron al demandante a formular la pretensión o cuando esas razones no son aceptadas por el Tribunal Arbitral.

La causal aducida tiene fundamento en lo dispuesto en los artículos 304 y 305 del C. de P. C. (hoy, artículos 280 y 281 del C.G. del P.), normas según las cuales la sentencia debe estar en consonancia con los hechos, las pretensiones y las excepciones que hubieren sido alegadas, (en el caso de las últimas, si así lo exige la ley, al paso que la parte resolutiva de la sentencia debe “contener decisión expresa y clara sobre cada una de las pretensiones de la demanda, las excepciones, cuando proceda resolver sobre ellas, las costas y perjuicios … y demás asuntos que corresponda decidir”, de conformidad con la ley.

Específicamente, la causal prevista en el numeral 9 del artículo 163 del Decreto 1818 de 1998 se estructura cuando el juez deja de resolver sobre lo pedido o, como lo ha dicho la jurisprudencia de esta Corporación, “en aquellos eventos en que el laudo arbitral deja sin resolver las pretensiones de la demanda, es decir, no cumple con la función de decidir la controversia, por lo cual el litigio subsiste respecto de los puntos no decididos” -fallo “citra petita”-.
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Surtido el trámite de ley, sin que se observe causal de nulidad que invalide lo actuado, procede la Sala a resolver el recurso de anulación interpuesto el 7 de octubre de 2014
 por Terminales de Transporte de Medellín S.A., contra el laudo arbitral del 30 de septiembre del mismo año, proferido por el Tribunal de Arbitramento constituido para dirimir las diferencias originadas con ocasión del contrato de arrendamiento 823-93 del 12 de octubre de 1993, celebrado entre Terminales de Transporte de Medellín S.A. (convocante) y Edgar Tobón Uribe (convocado), el cual negó las pretensiones de la demanda arbitral y condenó en costas al convocante
.

ANTECEDENTES

1.1.- El pacto arbitral.- 

En la cláusula “DECIMA NOVENA” del contrato de arrendamiento 823-93 del 12 de octubre de 1993, las partes convinieron el siguiente pacto arbitral (se transcribe tal como aparece en el contrato)
: 

“CLAUSULA COMPROMISORIA: Las diferencias que puedan presentarse en el desarrollo del presente contrato, por motivo de su interpretación y cumplimiento, y en general, toda circunstancia que requiera una decisión judicial, se someterán al fallo inapelable y obligatorio de un Tribunal de Arbitramento, el cual decidirá definitivamente y en Derecho. Este Tribunal será nombrado por la Cámara de Comercio de Medellín a solicitud de cualquiera de las partes, y los gastos de funcionamiento serán pagados por las partes”.   

1.2.- La demanda arbitral.-

Mediante escrito presentado el 17 de enero de 2012
, ante el Centro de Conciliación y Arbitraje de la Cámara de Comercio de Medellín para Antioquia, Terminales de Transporte de Medellín S.A. solicitó la convocatoria de un Tribunal de Arbitramento, para efectos de resolver las diferencias surgidas con el señor Edgar Tobón Uribe, en relación con el incremento del precio de los bienes entregados al convocado, a título de arrendamiento. 
Para el efecto, formuló las pretensiones que a continuación se transcriben (folios 153 y 154, Cd. 2)
:

“De igual manera, la pretensión principal va encaminada a obtener por decisión en derecho, que se declare el monto del canon de arrendamiento que debe pagar el convocado EDGAZR (sic) TOBON URIBE, por razón del contrato No. 823 de 1993, sus modificaciones y otrosí, atendiendo al requerimiento Fiscal, es decir, el valor del canon de arrendamiento a pagar por mes, que (sic) sufragará a cargo del arrendatario, de manera anticipada dentro de los cinco primeros días de cada periodo mensual: por valor de SEIS MILLONES TRESCIENTOS SETENTE (sic) Y SIETE MIL QUINIENTOS CINCUENTA Y NUEVE ($6.377.559,oo PEOS (sic) M/L. (sic) en decir, con base en la proporción que lo determinó el avalúo proferido por la Lonja de Propiedad Raíz (Valores S.A.) como quedó específicamente dicho en el hechos (sic) quinto (5º) de la demanda.

“Que dicho valor, por canon mensual, lo pague el arrendatario, de manera retroactivito (sic) al momento en que se presentó la demanda, es decir, desde cuando se solicitó reabrir el proceso con su presentación ante el Centro de conciliación (sic) y Arbitraje de la Cámara de Comercio de Medellín para Antioquia, para lo cual se tomará en cuenta la fecha en que se hizo el pago de los GASTOS ADMINISTRATIVOS, tal y como quedó acreditado en el expediente”.    

Los hechos narrados en la demanda arbitral se sintetizan así: 

1.- Mediante contrato 823-93, Terminales de Transporte de Medellín S.A., en condición de arrendadora, entregó en arrendamiento a los señores Edgar Tobón Uribe (arrendatario) y Diva Cecilia Tobón González (coarrendataria), los locales comerciales descritos en la cláusula primera del mencionado contrato, locales que, posteriormente, fueron descritos con una nueva identificación (nomenclatura interna), en el “OTROSÍ” del 25 de noviembre del mismo año. 

2.- El 10 de diciembre de 2001, la Contraloría de Medellín emitió un pronunciamiento fiscal en el cual se señaló que “… no había criterios técnicos claros en la fijación de los diferentes cánones de arrendamiento de los locales y bienes en general …”
 de propiedad de Terminales de Transporte de Medellín S.A.; por tal razón, dicha entidad presentó un plan de mejoramiento que consistía en contratar un estudio especializado con la Lonja de Propiedad Raíz o una firma especializada en bienes raíces, para actualizar los avalúos comerciales de los inmuebles y así determinar el valor de los arrendamientos que se debían cobrar.

3.- La Contraloría de Medellín no realizó observaciones al plan de mejoramiento y Terminales de Transporte de Medellín S.A. contrató a la Lonja de Propiedad Raíz de la ciudad, para que avaluara todos los bienes inmuebles de su propiedad.

4.- Como resultado del estudio, la Lonja de Propiedad Raíz de Medellín determinó que el avalúo comercial del inmueble arrendado al señor Edgar Tobón Uribe era de $679’000.000.oo y, por lo mismo, el precio del arrendamiento debía ser de $6’377.559.oo, correspondiente al 0.93% del valor comercial del bien. 

5.- A la fecha de interposición de la demanda arbitral, las partes no habían llegado a un acuerdo sobre el incremento del valor del arrendamiento; por tal razón, la arrendadora acudió a la instancia arbitral, para dirimir la controversia
. 
1.3.- Integración del Tribunal.-

En audiencia realizada el 18 de septiembre de 2013, en el Centro de Arbitraje y Conciliación de la Cámara de Comercio de Medellín para Antioquia, fue designado el árbitro único encargado de resolver el litigio
.

La instalación del Tribunal se cumplió el 21 de octubre de 2013. En la misma audiencia se designó al secretario, se fijó el lugar de funcionamiento del Tribunal Arbitral, se admitió la demanda, se ordenaron las notificaciones y los traslados correspondientes y se reconoció personería a los representantes judiciales de las partes
.

1.4.- La oposición.-

El convocado se opuso, de manera general, a la prosperidad de las pretensiones de la demanda arbitral, señalando que el contrato se ha renovado automáticamente en las mismas condiciones pactadas inicialmente.

Propuso excepciones de mérito que verdaderamente correspondieron a razones de la defensa encaminadas a oponerse a las pretensiones y a los hechos de la demanda. 

Solicitó la práctica de pruebas
.

1.5.- El laudo arbitral recurrido.-

Surtido el trámite prearbitral y arbitral previsto en la ley, se fijó la audiencia para la lectura del fallo, la cual se cumplió el 30 de septiembre de 2014, fecha en la cual el Tribunal de Arbitramento profirió el laudo objeto del recurso extraordinario que ahora se resuelve, cuyos fundamentos se pueden compendiar así:

1.- La demandante es una sociedad de economía mixta, constituida por aportes estatales y por capital privado, sujeta al régimen del derecho privado, salvo en los casos previstos por la Constitución y la ley.

2.- El contrato de arrendamiento celebrado entre las partes se rige por las normas comerciales y civiles que regulan la materia y, por ello, resultan aplicables los artículos 518 y 519 del C. de Co., según los cuales el arrendatario que ocupe por más de dos (2) años un mismo inmueble, destinado a establecimiento de comercio, tiene derecho a la renovación del contrato y que las diferencias que se susciten al momento de ésta sean dirimidas por el juez.

3.- El contrato de arrendamiento es bilateral, conmutativo y de tracto sucesivo, razón por la cual “… las prestaciones recíprocas tienden a mantener simetría por la correlatividad de las obligaciones que surgen de la convención y a conservar su vigencia mientras no surjan circunstancias relevantes que hagan necesario, para proteger la conmutatividad y la propia armonía y paridad en la relación, que ocurran variaciones acordadas por las partes o impuestas por el juez”
.  

4.- El contrato es ley para las partes y, por lo mismo, no es válido que el juez se inmiscuya en lo pactado, sin que se invoquen circunstancias excepcionales y sobrevinientes, “… menos aún si son los propios contratantes los que, previendo como en el caso que ahora se juzga, la natural desvalorización de la moneda, establecen una forma específica de mantener la simetría que las partes apreciaron en el momento de celebrar el contrato. Conformado un contrato bilateral mediante el acuerdo de voluntades, no hay posibilidad de deshacerlo o de modificarlo sino en la misma forma, esto es, con el concurso de quienes lo perfeccionaron”
.

5.- Las partes pueden prever un método o fórmula para mitigar el impacto que la pérdida del poder adquisitivo de la moneda pueda generar en la economía del contrato, para lo cual es válido que indiquen cómo se debe fijar el nuevo precio del arrendamiento al expirar la vigencia inicial y al producirse su prórroga.

6.- Las partes en contienda pactaron que, mientras el contrato de arrendamiento “… estuviere (sic) vigente, el precio del arriendo se ajustaría a la cantidad que indicare (sic) el Indice (sic) de Precios (sic) al Consumidor (sic) mas (sic) tres puntos. De esta manera alejaron la posibilidad de alguna diferencia futura, por lo menos de aquellas derivadas de los fenómenos económicos naturales del desarrollo de la economía. Y, obviamente, ese pacto tiene que respetarse, tanto porque el contrato es ley para las partes como porque solo, (sic) en presencia de circunstancias excepcionales, (sic) podría eventualmente un juez adentrarse, para modificarlo, en un acuerdo bilateral celebrado válidamente, y siempre que se acreditaran, fehacientemente, la ocurrencia de esas especiales circunstancias que exigirían volver al equilibrio que las partes encontraron al momento de celebrar la respectiva convención”
.     

7.- El clásico principio de pacta sunt servanda debe cumplirse ineludiblemente y, por consiguiente, el “… camino judicial escogido resulta absolutamente improcedente para que se obligue a una parte a modificar un acto jurídico (sic) que se presume válido y obligatorio”
, más aún cuando, en este caso no se adujeron circunstancias especiales que alteraran el equilibrio de las prestaciones mutuas.

8.- Los supuestos invocados para estructurar las denominadas excepciones de fondo no tienen tal connotación, pues no se trata de hechos nuevos capaces de destruir, dilatar o modificar la pretensión procesal. Además, en opinión del árbitro, los medios exceptivos sólo deben ser estudiados cuando la pretensión formulada tenga vocación de éxito
.

1.6.- El recurso de anulación.-

Mediante escrito presentado el 7 de octubre de 2014
, Terminales de Transporte de Medellín S.A., por conducto de apoderado judicial, interpuso el recurso de anulación que ahora se decide, al amparo de la causal contemplada en el numeral 9 del artículo 163 del Decreto-ley 1818 de 1998, que consagra: 

“ARTICULO 163. Son causales de anulación del laudo las siguientes: 

…

“9. No haberse decidido sobre cuestiones sujetas al arbitramento”.

Por auto del 5 de noviembre de 2014, esta Corporación avocó el conocimiento del recurso y ordenó correr traslado individual y sucesivo, por 5 días, para que la parte convocante sustentara el recurso y la parte convocada alegara de conclusión
. Asimismo, ordenó notificar personalmente al Ministerio Público y, en el caso de que solicitara traslado especial, se surtiera el trámite previsto en el inciso segundo del artículo 59 de la Ley 446 de 1998. 

Los fundamentos de la acusación y el concepto del Delegado del Ministerio Público serán expuestos al momento de analizar la causal de anulación invocada
.

CONSIDERACIONES
1.- Normatividad aplicable y oportunidad del recurso.-

La demanda arbitral fue promovida el 17 de enero de 2012, es decir, en vigencia de las normas del Estatuto de Mecanismos Alternativos de Solución de Conflictos contenido en el Decreto-ley 1818 de 1998; por consiguiente, son éstas las disposiciones que resultan aplicables al presente recurso extraordinario de anulación, según lo precisó la Sala Plena de la Sección Tercera de esta Corporación en providencia de unificación del 6 de junio de 2013 (exp. 45.922) al señalar:

 “… los procesos arbitrales iniciados con antelación a (sic) 12 de octubre de 2012 seguirán rigiéndose por las normas procesales que sobre la materia prescribe el Decreto compilatorio 1818 de 1998, lo que incluye, entonces, el régimen de oportunidad, interposición, trámite y causales del recurso de anulación de laudo arbitral, y, en sentido contrario, sólo se aplicará la normativa del Estatuto Arbitraje Nacional e Internacional (Ley 1563 de 2012) para las demandas arbitrales interpuestas después del 12 de octubre de 2012”.
El recurso fue formulado dentro de la oportunidad establecida por el inciso primero del artículo 161 del mencionado Decreto 1818
, teniendo en cuenta que la notificación del laudo arbitral se produjo el 30 septiembre de 2014 y el recurso de anulación fue interpuesto el 7 de octubre del mismo año, es decir, dentro de los 5 días siguientes. 

2.- Competencia de la Sala para conocer del recurso.- 

Terminales de Transporte de Medellín S.A. es una sociedad por acciones, de capital estatal, cuyo mayor accionista es el municipio de Medellín con el 91.37% de porcentaje accionario, por consiguiente, se trata de una entidad descentralizada de aquellas enunciadas por el ordinal 1º, literal a), del artículo 2 de la Ley 80 de 1993 y, en consecuencia, el contrato del cual es parte tiene naturaleza de estatal, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 32 de esa misma ley, sin que tenga relevancia, para estos efectos, el régimen jurídico-sustancial aplicable al contrato.

Por tratarse de un recurso de anulación contra un laudo arbitral que dirime la controversia surgida en torno a un contrato estatal, la Sala es competente para conocer, de manera privativa y en única instancia, del recurso de anulación, de conformidad con lo dispuesto por el numeral 5 del artículo 128 del Código Contencioso Administrativo, en armonía con lo dispuesto por el artículo 230 del decreto 1818 de 1998 y el artículo 22 de la ley 1150 de 2007.
3.- El análisis del recurso.- 

3.1.- Los fundamentos de la impugnación.- 

El recurrente fundamentó el recurso al amparo de la causal 9 del artículo 163 del Decreto-ley 1818 de 1998, esto es, “No haberse decidido sobre cuestiones sujetas al arbitramento” (artículo 38 –numeral 9- del Decreto 2279 de 1989).

Como fundamento del recurso de anulación, el impugnante adujo 
:

“… el Tribunal aplicó en forma indebida el Decreto 1818 de 1989, que para ese momento, (sic) no podía tener vigencia como lo manifiesta El (sic) Tribunal de Árbitramente, ya el citado Decreto había sido derogado por el artículo 119 de la ley 1563 de 2012, que entró en vigencia tres meses después de su publicación ... .

…

“Como lo indicó el mismo Tribunal en su decisión final, el inicio del proceso se toma en cuenta a partir del momento en que la convocante pago (sic) los gastos administrativos, como exigencia previa, al inicio del trámite arbitral, que como ya se indició fuer (sic) certificado dicho pago por la convocante el día 29 de julio de 2013”.

Por otra parte, sostuvo que la pretensión formulada se fundamentaba “… en circunstancias de orden legal y fácticas que no podían echar de menos, dada la razón y origen de las mismas, como quedó sustentado en (sic) hecho (sic) tercero (3º) cuarto (4ª), quinto (5ª) y séptima (7ª) (sic), particularmente como consta en la demanda”
.

Específicamente, señaló que la demanda arbitral fue promovida como resultado de las observaciones realizadas por la Contraloría de Medellín durante la auditoría hecha a los bienes de la entidad convocante, pues el ente de control consideró que el precio del arrendamiento de los locales comerciales no se había fijado con base en “criterios técnicos claros” (hecho 4º de la demanda arbitral).

Por lo anterior, precisó (folio 289, C. Consejo):

“Así las cosas, se llega a la lógica conclusión que, (sic) Terminales de Transporte de Medellín S.A., (sic) no podía actuar de otra manera, a menos que, (sic) decidiera desconocer la legal intervención del Ente de Control y de paso incurrir en una conducta generadora de un posible ‘detrimento patrimonial’ del erario”.

“Sobra repetir que, la intervención del Ente Fiscal, tiene pleno respaldo en la Constitución y la ley, por ser la convocante una entidad de derecho público, así los acuerdos o contratos bilaterales con terceros, se rijan por las normas del derecho privado, como en el caso que nos ocupa”.   

En sentir del impugnante, los planteamientos consignados en el escrito de demanda dejan ver que la acción encaminada a obtener un incremento en el precio del arrendamiento “… obedece, sin lugar a dudas, al resultado de la intervención del órgano de Control Fiscal, más (sic) no de su propia intención por modificar las condiciones del contrato original, valga decir, entonces, que su actuación en dicho sentido busca resolver el ‘presunto desequilibrio a que hace alusión –la vista fiscal en su informe de auditoría’ …”
.
Para el convocante era claro que: (i) no existía causal que ameritara demandar el incumplimiento del contrato, (ii) las controversias que se generaran en torno a la interpretación y cumplimiento del contrato de arrendamiento suscrito por las partes serían dirimidas por un Tribunal de Arbitramento, (iii) con ocasión del pronunciamiento de la Contraloría de Medellín, la convocante se hallaba en la obligación de buscar soluciones de orden técnico para atender la observación del ente de control, razón por la cual solicitó practicar un avalúo comercial a los locales, incluyendo el factor de rentabilidad y fue éste, en últimas, lo que determinó la formulación de la pretensión y iv) frente a la negativa del arrendatario de acordar un nuevo precio del arrendamiento, que guardara correspondencia con el valor comercial del bien arrendado, la entidad convocante no tenía alternativa distinta que acudir a la acción judicial que fue decidida a través del laudo impugnado.

Por lo anterior, consideró el recurrente que el Tribunal de Arbitramento omitió pronunciarse en relación con “… los motivos esenciales de la tensión surgida entre los confrontados”
 y guardó silencio acerca de si “… la convocante, (sic) debía o no actuar en relación con el requerimiento que le formuló el Ente de Control, quien considero (sic) en el ejercicio de auditaje (sic) que no había mecanismo (sic) técnicos para determinar el monto de los cánones de arrendamiento …”
; además, en opinión del recurrente, el Tribunal Arbitral debió señalar si le asistía razón o no al organismo de control “… al considerar que a la fecha no era viable, (sic) seguir definiendo la regulación del canon  de arrendamiento con base en el concepto de IPC, incluido en los contratos, que si bien es cierto era la clausula (sic) estipulada, también es cierto que generaba un desequilibrio económico para los ingresos de la arrendadora, por lo menos como lo consideró la Contraloría Municipal”
.   

Al omitir pronunciarse sobre el aspecto anotado, el Tribunal de Arbitramento vulneró los derechos al debido proceso y al libre acceso a la administración de justicia de la convocante
. 

3.2.- El alegato de la parte no recurrente.-

El convocado guardó silencio durante el trámite del recurso extraordinario de anulación.

3.3- El concepto del Ministerio Público.-  

La Procuradora Cuarta Delegada ante el Consejo de Estado consideró que el convocante no podía pretender la modificación de las estipulaciones del contrato de arrendamiento atendiendo un requerimiento de la Contraloría Municipal, pues el contrato es ley para las partes y no puede ser invalidado por ellas, salvo por mutuo disenso o por las causas que el mismo ordenamiento jurídico contempla.

Afirmó que, tal como lo señaló el Tribunal de Arbitramento, cuando varían significativamente las condiciones inicialmente pactadas, por el acaecimiento de situaciones imprevistas e imprevisibles, puede alterarse la relación de equivalencia que debe existir entre las prestaciones a cargo de cada una de las partes del contrato; sin embargo, cuando ello ocurre, es necesario formular la pretensión en tal sentido, exponer los hechos que fundamentan la pretensión y acreditarlos en debida forma.

En este caso, el convocante no alegó ninguna situación que diera lugar a la ruptura del equilibrio económico del contrato y, por el consiguiente, el juez no podía pronunciarse al respecto, pues a éste no le está permitido emitir pronunciamientos respecto de pretensiones que no fueron formuladas o con base en hechos que no fueron alegados.

Solicitó desestimar el recurso extraordinario
.

3.4.- Consideraciones de la Sala.- 

La causal aducida tiene fundamento en lo dispuesto en los artículos 304 y 305 del C. de P. C. (hoy, artículos 280 y 281 del C.G. del P.), normas según las cuales la sentencia debe estar en consonancia con los hechos, las pretensiones y las excepciones que hubieren sido alegadas, (en el caso de las últimas, si así lo exige la ley, al paso que la parte resolutiva de la sentencia debe “contener decisión expresa y clara sobre cada una de las pretensiones de la demanda, las excepciones, cuando proceda resolver sobre ellas, las costas y perjuicios … y demás asuntos que corresponda decidir”, de conformidad con la ley.

Específicamente, la causal prevista en el numeral 9 del artículo 163 del Decreto 1818 de 1998 se estructura cuando el juez deja de resolver sobre lo pedido o, como lo ha dicho la jurisprudencia de esta Corporación, “en aquellos eventos en que el laudo arbitral deja sin resolver las pretensiones de la demanda, es decir, no cumple con la función de decidir la controversia, por lo cual el litigio subsiste respecto de los puntos no decididos”
 -fallo “citra petita”-.
En este caso, el recurrente formuló dos cargos para estructurar la causal de anulación.

A través del primer cargo, acusó el laudo arbitral de aplicar indebidamente las normas del Decreto 1818 de 1998, pues éstas, para la fecha de instalación del Tribunal Arbitral, ya habían sido derogadas por la Ley 1563 de 2012.

Resulta evidente que el cargo formulado no guarda relación alguna con el contenido de la causal invocada, pues la indebida aplicación de las normas del procedimiento arbitral nada tiene que ver con el principio de congruencia del laudo, que es, precisamente, el sustrato de la causal alegada.

Además, el recurrente, en un razonamiento totalmente contradictorio, sostuvo que las normas del Decreto 1818 de 1998 no eran aplicables al trámite arbitral; pero, para solicitar la anulación del laudo invocó, exactamente, una de las causales previstas en dicho ordenamiento.

La falta de técnica en la confección del recurso impide que la Sala pueda analizar el supuesto argüido por el recurrente, pues debe recordarse que el principio dispositivo que gobierna este tipo de impugnación extraordinaria exige que el censor subsuma los fundamentos de la acusación dentro de las precisas y taxativas causales que la ley contempla, con el objeto de que el juez pueda realizar los juicios de valor pertinentes.

Con todo, al inicio de estas consideraciones la Sala precisó que la normatividad aplicable al trámite arbitral y al presente recurso extraordinario era el previsto en el Decreto-ley 1818 de 1998.  

La causal no prospera. 

Por otra parte, el recurrente acusa el laudo arbitral de omitir pronunciarse sobre los fundamentos que motivaron la petición del convocante y de guardar silencio acerca de si éste debía actuar o no ante la observación formulada por la Contraloría de Medellín, en desarrollo del proceso de auditoría. 

En opinión de la Sala, los supuestos que informan el cargo no tienen la virtualidad de estructurar la causal de anulación invocada.

Reitera la Sala que la causal de anulación prevista en el numeral 9 del artículo 163 del Decreto-ley 1818 de 1998 sólo se configura cuando el laudo arbitral deja sin resolver las pretensiones de la demanda, es decir, cuando después de proferido el laudo subsiste la controversia entre las partes respecto de aquello que, a pesar de haber sido solicitado, no fue objeto de decisión en el laudo; pero no se configura la causal cuando la motivación del laudo no alude a las razones que llevaron al demandante a formular la pretensión o cuando esas razones no son aceptadas por el Tribunal Arbitral.

En este caso, el laudo se pronunció expresamente sobre las pretensiones de la demanda, negándolas, con fundamento en lo que, a la luz de los criterios que informan la sana crítica, arrojaba la prueba allegada al proceso y con base en los razonamientos de orden jurídico expuestos en la parte motiva de la providencia, de tal manera que el Tribunal resolvió la contienda sometida a su consideración, con perfecta simetría entre lo pedido y lo fallado, de allí que el laudo sea congruente. 

En efecto, la demanda arbitral solicitó que se declarara que el demandado, Edgar Tobón Uribe, debía pagar a la demandante, dentro de los cinco (5) primeros días de cada mes y desde la fecha de presentación de la mencionada demanda, la suma de $6’377.559.oo, por concepto del arrendamiento del inmueble de propiedad de Terminales de Transporte de Medellín S.A.

El Tribunal de Arbitramento desestimó la pretensión, porque, en condiciones de normalidad, el juez no podía modificar el precio de la renta pactado de mutuo acuerdo por las partes (pacta sunt servanda) ni el deflactor incorporado para mitigar los efectos inflacionarios y, sólo “… en presencia de circunstancias excepcionales, (sic) podría eventualmente un juez adentrarse, para modificarlo … siempre que se acreditaran, fehacientemente, la ocurrencia de esas especiales circunstancias que exigirían volver al equilibrio que las partes encontraron al momento de celebrar la respectiva convención”
; pero, en este caso, tales circunstancias excepcionales no fueron acreditadas.

En esa medida, el laudo resolvió todas las cuestiones planteadas en el proceso arbitral.

Cosa distinta es que el convocante pretenda que el Tribunal de Arbitramento se pronunciara expresamente –en la parte motiva- sobre la causa de la demanda arbitral o lo que motivó al convocante a promoverla, es decir, sobre la observación que realizó la Contraloría de Medellín, referida a que el valor de los arrendamientos de los inmuebles de propiedad de Terminales de Transporte de Medellín S.A. no estaban fijados con base en “criterios técnicos claros” (hecho 4º de la demanda arbitral); sin embargo, contrario a lo dicho por la recurrente, la Sala considera que tal aspecto no debía ser objeto de pronunciamiento, pues la controversia sometida a la decisión arbitral era de estricta estirpe contractual y, por consiguiente, todo el análisis del Tribunal debía desarrollarse en el marco del contrato respecto del cual se presentaban las diferencias y, desde luego, no correspondía al árbitro (no podía ser objeto del arbitramento) efectuar consideración alguna sobre la validez o la pertinencia de las observaciones efectuadas por la Contraloría en ejercicio de la función de control fiscal encomendada por la Constitución y la ley, pues tal labor no le corresponde al juez del contrato.

El cargo no prospera.

4.- Costas.-
Se impondrá condena en costas al recurrente vencido, tal como lo dispone el artículo 129 de la Ley 446 de 1998, compilado por el artículo 165 del Decreto 1818 de 1998 (modificatorio del artículo 40 del Decreto 2279 de 1989). 

En la liquidación en costas se incluirá, por concepto de agencias en derecho, la suma equivalente a diez (10) salarios mínimos legales mensuales vigentes a la fecha de la presente providencia, teniendo en cuenta las reglas previstas por el artículo 392 del C. de P.C. y las tarifas establecidas en el numeral 1.12.2.3 del Acuerdo 1887 de 2003, de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura.  

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “A”, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

F A L L A:

PRIMERO.- DECLÁRASE INFUNDADO el recurso de anulación interpuesto por Terminales de Transporte de Medellín S.A., contra el laudo arbitral del 30 de septiembre de 2014, proferido por el Tribunal de Arbitramento constituido para dirimir las diferencias originadas con ocasión del contrato de arrendamiento 823 del 12 de octubre de 1993, de conformidad con las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

SEGUNDO.- CONDÉNASE en costas a Terminales de Transporte de Medellín S.A. 

LIQUÍDENSE por Secretaría de la Sección e INCLÚYASE por concepto de agencias en derecho la suma equivalente a diez (10) salarios mínimos legales mensuales vigentes a la fecha de ejecutoria de la presente providencia.
TERCERO.- En firme esta providencia, devuélvase el expediente al Tribunal de Arbitramento, a través de su secretaría.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE. 

HERNÁN ANDRADE RINCÓN 

CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA
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